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¿Qué son los derechos políticos?

Los derechos civiles y políticos son 
aquellos que garantizan las 

libertades fundamentales de las 
personas y su participación activa 

en la vida política y social.

Los derechos políticos conforman 
una categoría al interior de 

aquella más amplia que refiere al 
conjunto de derechos 

fundamentales y son aquellos que 
confieren a su titular la facultad u 
oportunidad de participar en los 

asuntos públicos del Estado, por sí 
mismos o a través de sus 

representantes.



Antecedente moderno

Tras el fin de la Segunda Guerra Mundial, los
Estados se reunieron para que el
“desconocimiento y el menosprecio de los
derechos humanos” no volviese a originar
“actos de barbarie ultrajantes para la
conciencia de la humanidad”, según reza la
Declaración Universal de los Derechos
Humanos.

Para ello era clave el reconocimiento de los
derechos civiles y políticos como forma de
asegurar que las discrepancias ideológicas y
políticas no acabarían generando conflictos
que llevasen a nuevas guerras y pudieran
resolverse desde el respeto a la integridad
física y la libertad de las personas.



¿Qué son los derechos políticos?

La participación política de los ciudadanos en el sistema 
democrático se fundamenta en el principio de soberanía 
popular, en el valor superior encarnado por el pluralismo político y 
en el reconocimiento y garantía efectiva de un conjunto de 
derechos fundamentales orientados a posibilitar que los 
ciudadanos tomen parte de los asuntos más relevantes de su 
país.

Este conjunto de derechos no tutela la participación de las 
personas en cualquier tipo de asuntos públicos, sino que se 
concreta a proteger aquella que es expresión de los principios, 
valores y derechos aludidos, ya que permiten que los ciudadanos 
acudan directamente a tomar una decisión política, a elegir a 
quienes se depositará la representación política, o bien a 
participar de diversas maneras en la vida democrática del país.



Derecho de reunión 
pacífica (artículo 21). 
Incluye el derecho a 
celebrar reuniones, 

huelgas, 
concentraciones, 
actos o protestas. 

Debe poder
ejercerse sin 

necesidad de solicitar 
permisos. 

Derecho de 
asociación (artículo 
22). Es el derecho 
humano que tiene 
toda persona de 

unirse con otros en 
forma voluntaria y 

durable para la 
realización común de 
un fin lícito. Incluye el 
derecho a fundar y a 
afiliarse a sindicatos.

¿Cuáles son los derechos civiles y políticos?
El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos reconoce numerosos 

derechos. Entre ellos se pueden destacar:



Derecho a la participación política 
(artículo 25). Se puede ejercer 
“directamente o por medio de 
representantes” e incluye el 
derecho a “votar y ser elegidos”.

Derecho a la igualdad ante la ley (artículo 
26). La ley prohibirá toda discriminación y 
garantizará medidas de protección 
contra cualquier discriminación por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opiniones políticas o de cualquier 
índole”.

¿Cuáles son los derechos civiles y políticos?



Unos posibilitan la 
participación 
política de las 

personas sin hacer 
uso del voto

Otros hacen uso 
de la técnica del 

voto en su 
ejercicio y 

realización.

Distinción entre los derechos políticos y los 
derechos político-electorales.



Derecho de asociación política.

Confiere a los ciudadanos la 
potestad de expresar 

libremente su voluntad de 
pertenecer a una agrupación, 
asociación o sociedad, o la de 
articular voluntades junto con 
otras personas para participar 
en la creación de una entidad 

con personalidad jurídica 
propia, cuyo objeto y finalidad 

lícita sea de libre elección, para 
participar de manera pacífica 
en los asuntos políticos del país.



Derecho de asociación política.

A. Derecho a constituir un partido político. 
Permite que un conjunto de ciudadanos una sus 
voluntades y esfuerzos para crear un nuevo 
partido político, con los requisitos previstos por las 
leyes electorales, con el propósito de promover 
el nacimiento de una entidad de interés público 
orientada a fungir de instancia de 
intermediación entre los ciudadanos y el Estado, 
y promover su participación en la vida 
democrática del país.

B. Derecho de afiliación política. Goza, de una 
especificidad mayor que el derecho básico de 
asociación. Comprende no sólo la potestad de 
formar parte de los partidos políticos y de las 
asociaciones políticas, dino también la 
prerrogativa de pertenecer a éstos con todos los 
derechos inherentes a tal pertenencia. Faculta a 
su titular para afiliarse o no libremente a un 
determinado partido político, conservar o 
ratificar su afiliación. O incluso desafiliarse.



Norma constitucional

Artículo 9o.- No se podrá coartar el derecho de asociarse o reunirse pacíficamente con cualquier 
objeto lícito; pero solamente los ciudadanos de la República podrán hacerlo para tomar parte en 
los asuntos políticos del país. Ninguna reunión armada, tiene derecho de deliberar.

No se considerará ilegal, y no podrá ser disuelta una asamblea o reunión que tenga por objeto 
hacer una petición o presentar una protesta por algún acto a una autoridad, si no se profieren 
injurias contra ésta, ni se hiciere uso de violencia o amenazas para intimidarla u obligarla a resolver 
en el sentido que se desee.

Artículo 35. Son derechos de la ciudadanía:

III. Asociarse individual y libremente para tomar parte en forma pacífica en los asuntos políticos del 
país;



Libertad de reunión

Implica la libertad de 
todos los habitantes de 

la República para 
poder congregarse con 

otros con cualquier 
finalidad y objeto, 
siempre que dicha 

reunión sea de 
carácter pacífico y 

tenga un objeto lícito. 

Si se trata de reuniones 
de carácter político (es 

decir, que tengan 
relación directa con la 

celebración de las 
campañas electorales 
o con la emisión de los 
sufragios o, en general, 

con los procesos 
electorales), solamente 

podrán participar los 
ciudadanos mexicanos.

Conlleva la obligación 
para las autoridades 

públicas de no 
entorpecer la 

realización de cualquier 
congregación, siempre 
que reúna los requisitos 
que se encuentran en 
el texto del artículo 9; 
esto quiere decir que 

ninguna autoridad 
puede disolver una 

manifestación o 
asamblea.



Libertad de asociación

Consiste en la libertad de todos los habitantes para conformar, por sí mismos o 
con otras personas, entidades que tengan una personalidad jurídica distinta de 
la de sus integrantes.

En materia política solamente los ciudadanos de la República podrán ejercer 
ésta libertad, que tampoco les ha sido concedida a los ministros de culto 
religioso de acuerdo con el artículo 130 aparado e).

e) Los ministros no podrán asociarse con fines políticos ni realizar proselitismo a 
favor o en contra de candidato, partido o asociación política alguna. 
Tampoco podrán en reunión pública, en actos de culto o de propaganda 
religiosa, ni en publicaciones de carácter religioso, oponerse a las leyes del 
país o a sus instituciones, ni agraviar, de cualquier forma, los símbolos patrios.



Libertad de asociación

La libertad de asociación 
tiene un papel esencial en 

la conformación de las 
democracias modernas, 

pues expresa la 
posibilidad de constituir 

agregados interpersonales 
de intereses, que tengan 

reconocida una 
personalidad jurídica. 

Por medio de las 
asociaciones las personas 

añaden un elemento 
importante a su 

convivencia y pueden 
expandir su horizonte vital, 

participando con otras 
personas en la 

consecución de ciertos 
fines.



Libertad de reunión y la de 
asociación 

La diferencia entre la libertad de 
reunión y la de asociación consiste 

sobre todo en la duración de los 
efectos que conlleva el ejercicio de 

una y otra. 

En tanto que, la libertad de reunión 
despliega sus efectos mientras 

físicamente se encuentran reunidas las 
personas que la ejercen, la libertad de 

asociación se proyecta con efectos 
temporales más extendidos, en la 

medida en que se crea una 
personalidad jurídica distinta de la que 

corresponde a las personas que la 
ejercen



Asociaciones políticas

• En el artículo 41 se habla de las asociaciones que toman la forma de partidos políticos y cuya función, entre otras, 
consiste en constituirse como vehículos para que los ciudadanos puedan tener acceso a la funciones representativas; de 
la misma forma, en el artículo 123 se prevén los sindicatos obreros y las asociaciones profesionales. 

• La libertad de asociación política se reitera, además, en el artículo 35, fracción III, de la misma Constitución.

• La libertad de asociación comporta la facultad del sujeto para ingresar a una asociación, pero también supone la 
posibilidad de salir de ella cuando lo considere oportuno; es decir, la libertad de asociación, para ser tal, nunca debe 
convertirse en algo obligatorio, ni para efecto del ingreso ni para efecto de la salida de una asociación.

• La Declaración Universal de 1948 lo establece en su artículo 20.2: “Nadie puede ser obligado a pertenecer a una 
asociación”.



Asociaciones políticas

La regulación constitucional 
del derecho de asociación en 
materia política consistente en 
la libertad de crear partidos 
políticos y actuar en su vida 
interna.

El caso de los partidos políticos, 
que siendo instrumentos 
esenciales para el 
funcionamiento del Estado 
democrático, deben ellos 
mismos seguir una serie de 
pautas internas que permitan a 
todos los interesados en 
participar en sus trabajos 
ejercer una serie de derechos. 

En este contexto, los estatutos 
de un partido deben reunir una 
serie de requisitos y, si tales 
requisitos no se cumplen, la 
jurisdicción electoral debe 
estar en posibilidad de 
conocer de las impugnaciones 
correspondientes, que pueden 
ser ejercidas por los interesados 
o incluso por la autoridad 
administrativa electoral.



Asociaciones políticas

Las asociaciones deben 
necesariamente tener 

un funcionamiento 
interno democrático 

cuando el ingreso en las 
mismas es un requisito 

para poder ejercer 
algún derecho 

fundamental; tal sería el 
caso, de los partidos 

políticos.

La libertad de 
organización interna 

cede en virtud de que 
se trata de instituciones 

que representan un 
interés no meramente 

particular, sino de 
carácter social y que 
llevan ese interés ante 
los órganos del poder 
público, lo que hace 
que requieran de un 

estatuto jurídico 
particular.



Convención Americana

Artículo 16. Libertad de Asociación.

Todas las personas tienen derecho a asociarse 
libremente con fines ideológicos, religiosos, 
políticos, económicos, laborales, sociales, 

culturales, deportivos o de cualquier otra índole. 

El ejercicio de este derecho solo puede estar sujeto 
a las restricciones previstas por la ley, que sean 
necesarias en una sociedad democrática, en 

interés de: la seguridad nacional, la seguridad o el 
orden públicos, la protección de la salud o la moral 
públicas, o los derechos y libertades de los demás.

Lo dispuesto en este artículo no impide la 
imposición de restricciones legales, e incluso la 

privación del ejercicio del derecho de asociación, 
a los miembros de las fuerzas armadas y de la 

policía.



Caso Baena Ricardo y otros vs. 
Panamá

En diciembre de 1990, el 
Estado panameño despidió 

arbitrariamente a 270 
empleados públicos, 
incluidos dirigentes 

sindicales, por participar en 
protestas laborales contra 

políticas gubernamentales. 

Se aplicó la Ley 25 de 1990, 
promulgada el 14 de 
diciembre, de forma 

retroactiva para justificar 
los despidos, alegando que 

los trabajadores habían 
cometido “actos contrarios 
a la democracia y el orden 

constitucional”. Los 
afectados no tuvieron 

acceso a un 
procedimiento disciplinario 

previo ni a recursos 
judiciales efectivos. Los 

despidos generaron graves 
impactos económicos y 

sociales.

El debido proceso no se 
limita a procesos penales; 

aplica también en 
procedimientos 

administrativos y laborales. 
La discrecionalidad estatal 

tiene límites: respeto a 
derechos humanos. Las 

garantías mínimas deben 
observarse en cualquier 

procedimiento que afecte 
derechos, incluso 

sanciones disciplinarias



Caso Baena Ricardo y otros vs. 
Panamá

158. Esta Corte 
considera que la 

libertad de  
asociación, en 

materia sindical, 
reviste la mayor 

importancia para la 
defensa  de los 

intereses legítimos de 
los trabajadores y se 

enmarca en el corpus 
juris  de los derechos 

humanos.

159. La libertad de 
asociación, en materia 
laboral,  en los términos 

del artículo 16 de la 
Convención Americana, 
comprende un  derecho 
y una  libertad, a saber: 

el  derecho a formar 
asociaciones sin 

restricciones distintas a 
las permitidas en  los 
incisos 2 y 3 de aquel 

precepto convencional 
y la libertad de toda 
persona  de no ser 

compelida u obligada a 
asociarse.   El Protocolo 
de San Salvador de 17 
de noviembre de 1988, 

en su artículo  8.3, 
recoge la misma idea y 
precisa que, en materia 
sindical, “[n]adie podrá  

ser obligado a 
pertenecer a un 

sindicato”.

160. Consta en el acervo 
probatorio del presente  

caso que al despedir a los 
trabajadores estatales, se 

despidió a dirigentes  
sindicales que se 

encontraban involucrados 
en una serie de 

reivindicaciones.  Aún  más, 
se destituyó a los  

sindicalistas por actos que 
no constituían causal de 
despido en la legislación  

vigente al momento de los 
hechos.  Esto  demuestra 
que, al asignarle carácter 

retroactivo a la Ley 25, 
siguiendo las  órdenes del 

Poder Ejecutivo, se 
pretendió darle 

fundamento a la 
desvinculación  laboral 

masiva de dirigentes 
sindicales y de trabajadores 

del sector público,  
actuación que sin duda 

limita las posibilidades de 
acción de las 

organizaciones  sindicales 
en el mencionado sector. 

168. La Convención 
Americana es muy 

clara al  señalar, en el 
artículo 16, que la 

libertad de 
asociación sólo 

puede estar  sujeta a 
restricciones previstas 
por la ley, que sean 
necesarias en una  

sociedad 
democrática, y que 
se establezcan en 

interés de la 
seguridad nacional,  

del orden público, de 
la salud o de la moral 

públicas o de los 
derechos o  

libertades de los 
demás.

170. Asimismo, la 
Convención no se 

limita a exigir  la 
existencia de una ley 

para que sean 
jurídicamente lícitas 
las restricciones  al 
goce y ejercicio de 

los derechos y 
libertades, sino que 

requiere que las  leyes 
se dicten por razones 
de interés general y 

con el propósito para 
el cual  han sido 

establecidas



Caso Comunidades Indígenas miembros de 
la Asociación Lhaka Honhat vs. Argentina

En el norte de Argentina, varias comunidades indígenas —Wichí, Chorote, Toba, Chulupí y 
Tapiete— llevaban décadas reclamando algo muy básico: que se les reconociera la tierra 

donde siempre habían vivido. Esa tierra, en la provincia de Salta, era parte de su identidad, su 
cultura y su sustento. Sin embargo, el Estado argentino nunca les entregó el título de propiedad 

y, mientras tanto, permitió que otras personas ocuparan el territorio, pusieran alambrados, 
criaran ganado y hasta construyeran un puente internacional sin consultarles.

Todo esto afectó profundamente su forma de vida: menos acceso a agua, menos alimentos, 
pérdida de bosque y animales, y con ello, un golpe a su cultura y a su supervivencia. Las 

comunidades acudieron a la Corte Interamericana, que en 2020 les dio la razón. 

La Corte dijo que Argentina violó varios derechos: 

Propiedad comunitaria (porque no tituló las tierras). 

Derechos a un ambiente sano, al agua, a la alimentación y a la identidad cultural (por primera 
vez reconocidos como derechos autónomos).

Además, el Estado tardó demasiado en resolver el reclamo y no ofreció recursos efectivos.



Caso Comunidades Indígenas miembros de 
la Asociación Lhaka Honhat vs. Argentina

107. Los representantes alegaron también que el reconocimiento de la personalidad jurídica no ha sido efectivo, pues varias comunidades 
debieron organizarse en 1992 como asociación civil para obtener personería jurídica y gestionar el reclamo de la propiedad. Afirmaron que este 
tipo de asociaciones nada tiene que ver con la forma de organización de las comunidades indígenas. Explicaron que se realizó un pedido 
expreso al Ministerio de Asuntos Indígenas de Salta, el 23 de octubre de 2017, para que reconozca a Lhaka Honhat como una organización 
indígena con su personería jurídica respectiva. Señalaron que no ha habido respuesta. 

157. Debe dejarse aclarado, por otra parte, que la conformación de Lhaka Honhat como asociación civil no fue una 
imposición estatal, sino que resultó un acto asociativo válido, determinado por las personas que decidieron realizarlo y 
reconocido por el Estado. Dicho reconocimiento estatal, que deriva de un acto voluntario y libre, no conlleva en sí una 
afectación a la personalidad jurídica, la que, como se ha indicado, tampoco se vio vulnerada de otro modo. Asimismo, este 
Tribunal no encuentra motivos para determinar una violación a la libertad de asociación. 

240. La Corte entiende que el derecho a la identidad cultural tutela la libertad de las personas, 
inclusive actuando en forma asociada o comunitaria, a identificarse con una o varias sociedades, 
comunidades, o grupos sociales, a seguir una forma o estilo de vida vinculado a la cultura a la que 
pertenece y a participar en el desarrollo de la misma. En ese sentido, el derecho protege los rasgos 
distintivos que caracterizan a un grupo social, sin que ello implique negar el carácter histórico, 
dinámico y evolutivo de la cultura.



Opinión Consultiva OC-27/21
En 2021, la Corte Interamericana recibió una consulta de la Comisión Interamericana para aclarar algo muy importante: 
¿qué obligaciones tienen los Estados respecto a la libertad sindical, la negociación colectiva y el derecho de huelga? 
Además, ¿cómo se relacionan estos derechos con otros, como la libertad de expresión, asociación y el derecho al trabajo? 
Y, sobre todo, ¿cómo garantizar que las mujeres puedan ejercerlos sin discriminación?

La Corte respondió que estos derechos son fundamentales y están conectados entre sí. La libertad sindical, la negociación 
colectiva y la huelga no son opcionales: son esenciales para que los trabajadores defiendan sus intereses y participen en la 
vida democrática. 

Además, están ligados a otros derechos humanos, como la libertad de expresión y asociación, y al derecho a condiciones 
laborales justas. Los Estados tienen obligaciones claras: 

•No interferir en la autonomía sindical .

•Crear mecanismos para proteger estos derechos y ofrecer recursos judiciales efectivos contra violaciones. 

•Garantizar que las mujeres puedan participar en sindicatos y huelgas sin sufrir violencia o discriminación. 

•Incluir a los sindicatos en el diseño de políticas laborales, especialmente ante cambios tecnológicos en el 
mercado de trabajo. 

•Perspectiva de género: La Corte subrayó que la igualdad real es clave. Las mujeres deben tener las mismas 
oportunidades para liderar y participar en sindicatos, sin barreras ni violencia.



Jurisprudencia 61/2002

DERECHO DE 
ASOCIACIÓN. SUS 

DIFERENCIAS ESPECÍFICAS 
EN MATERIA POLÍTICA Y 

POLÍTICO-ELECTORAL.—El 
artículo 9o. de la 

Constitución consagra la 
libertad general de 

asociación, concebida 
como un derecho 

constitucional establecido 
para los ciudadanos 
mexicanos, de este 

género deriva, como una 
especie autónoma e 

independiente, el derecho 
de asociación política, 

que tiene su fundamento 
en el artículo 35 de la 

propia Constitución y por 
la otra, el derecho de 
asociación político-

electoral, consagrado a su 
vez en el artículo 41, 

fracción III, octavo párrafo 
de la Carta Magna. 

El citado artículo 35 
establece que los 

ciudadanos mexicanos 
detentan la libertad 

general de asociación 
pacífica con fines 

políticos, mientras que el 
artículo 41, así como los 

artículos 33 a 35 del 
Código Federal de 

Instituciones y 
Procedimientos 

Electorales, contemplan 
el derecho de los 

ciudadanos a formar e 
integrar una clase 

especial de asociación 
política, que recibe el 

nombre de agrupación 
política nacional

A través de la cual se 
propende al 

establecimiento de 
mejores condiciones 
jurídicas y materiales 
para garantizar a los 

ciudadanos el ejercicio 
real y pleno de sus 

derechos políticos, en 
condiciones de igualdad, 

con orientación 
particular hacia los 

derechos políticos de 
votar y ser votado con el 

poder de la soberanía 
que originariamente 

reside en ellos, en 
elecciones auténticas, 

libres y periódicas, por las 
que se realiza la 

democracia 
representativa, mediante 
el sufragio universal, libre, 

secreto y directo. 

Esta subespecie de 
derecho de asociación 
política, encuentra su 
límite lógico, natural y 

jurídico en el momento 
que queda satisfecho 

ese propósito, lo cual se 
consigue cabalmente a 
través de la afiliación y 

militancia en una 
agrupación política, y 
con ello se colma el 

derecho de asociación, 
de modo que la 

afiliación simultánea a 
diferentes agrupaciones 

de esta clase, no está 
respaldada por la 

prerrogativa ciudadana 
expresada en el citado 
artículo 9o. De esto se 
concluye que no ha 
lugar a confundir al 

género con sus especies.



Jurisprudencia 25/2002

DERECHO DE ASOCIACIÓN EN MATERIA POLÍTICO-ELECTORAL. BASE DE LA FORMACIÓN DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS Y AGRUPACIONES 
POLÍTICAS.—El derecho de asociación en materia político-electoral es un derecho fundamental consagrado en el artículo 35, fracción III, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que propicia el pluralismo político y la participación de la ciudadanía en la formación del 
gobierno. 

La libertad de asociación, que subyace a ese derecho, constituye una conditio sine qua non de todo Estado constitucional democrático de 
derecho, pues sin la existencia de este derecho fundamental o la falta de garantías constitucionales que lo tutelen, no sólo se impediría la 
formación de partidos políticos y de asociaciones de diversos signos ideológicos, sino que el mismo principio constitucional de sufragio universal, 
establecido en forma expresa en el artículo 41, fracción I, párrafo segundo, de la Constitución federal, quedaría socavado; por lo tanto, el 
derecho de asociación en materia político-electoral está en la base de la formación de los partidos políticos y asociaciones políticas. Sobre el 
particular, es necesario dejar establecido que todo ciudadano mexicano tiene derecho a asociarse individual y libremente para tomar parte en 
forma pacífica en los asuntos políticos del país; específicamente, es derecho de los ciudadanos mexicanos constituir partidos políticos nacionales 
y agrupaciones políticas, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 9o.; 35, fracción III; 41, fracciones I, párrafo segundo, in fine, y IV; y 99, 
fracción V, de la Constitución federal, así como 5o., párrafo 1, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

Así, en ejercicio del derecho de asociación en materia político-electoral, los ciudadanos pueden formar partidos políticos y agrupaciones 
políticas, cumpliendo con los requisitos que se establecen en la ley. El ejercicio de la libertad de asociación en materia política prevista en el 
artículo 9o. constitucional está sujeta a varias limitaciones y una condicionante: las primeras están dadas por el hecho de que su ejercicio sea 
pacífico y con un objeto lícito, mientras que la última circunscribe su realización a los sujetos que tengan la calidad de ciudadanos mexicanos, lo 
cual es acorde con lo previsto en el artículo 33 de la Constitución federal. Asimismo, si el ejercicio de esa libertad política se realiza a través de los 
partidos políticos, debe cumplirse con las formas específicas que se regulen legalmente para permitir su intervención en el proceso electoral.



Jurisprudencia 12/2023

DOCUMENTOS BÁSICOS DE LOS 
PARTIDOS POLÍTICOS. SUS 

MODIFICACIONES RIGEN SU VIDA 
INTERNA DESDE SU APROBACIÓN 

POR EL ÓRGANO PARTIDISTA 
CORRESPONDIENTE.

De la interpretación sistemática de 
los artículos 41, párrafo tercero, Base 

I, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 25, 

numeral 1, inciso l), 34, numeral 1, y 
36, numeral 1, de la Ley General de 

Partidos Políticos; así como 43, 
numeral 1, de la Ley General de 

Instituciones y Procedimientos 
Electorales, se colige que:

Las modificaciones a los 
documentos básicos de 
un partido político son 

producto del derecho de 
autoorganización y 

autogobierno de dichos 
institutos por lo que 

tienen efectos 
provisionales hasta que, 
en su caso, la autoridad 
competente determine 

su inconstitucionalidad o 
ilegalidad. 

En el ejercicio de esta 
capacidad de autorregularse y 

autoorganizarse los partidos 
políticos tienen una amplia 
libertad para establecer sus 

principios ideológicos, 
programas, ideas, o bien, 

cualquiera otra que esté de 
acuerdo con el derecho de 

asociación, la libertad de 
conciencia e ideológica que 

establece la Constitución 
general y que sean consonantes 
con el régimen democrático de 

gobierno. 

De ahí que, desde el 
momento de la aprobación 
de las modificaciones a sus 

documentos básicos, las 
mismas comienzan a regir la 

vida interna del partido 
político y deben ser 

observadas, pues ello, 
precisamente constituye un 
elemento fundamental del 

derecho de autoorganización 
del partido.



Jurisprudencia 31/2012

JUICIO PARA LA PROTECCIÓN 
DE LOS DERECHOS POLÍTICO-

ELECTORALES DEL CIUDADANO. 
COMPETE A LA SALA SUPERIOR 
CONOCER DE OMISIONES QUE 

VULNEREN EL DERECHO DE 
ASOCIACIÓN.—De la 

interpretación sistemática y 
funcional de los artículos 17, 99, 

párrafos segundo y cuarto, 
fracción V de la Constitución 
Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 184, 189, fracción I, 
inciso e), 195 de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la 
Federación y 83, párrafo 

primero, inciso b) de la Ley 
General del Sistema de Medios 

de Impugnación en Materia 
Electoral, se colige que: 

La Sala Superior es 
competente para 

conocer de los juicios 
para la protección de los 

derechos político-
electorales del 

ciudadano que se 
promuevan por violación 
al derecho de asociarse 

para tomar parte en 
forma pacífica en los 

asuntos políticos. 

En ese contexto, a la Sala 
Superior corresponde 

conocer de los juicios de 
esa naturaleza, en los 
que los ciudadanos 

controviertan omisiones 
en el trámite o 

sustanciación de los 
medios de impugnación 

relacionados con la 
solicitud de registro de 

partidos o agrupaciones 
políticas, al estar 
vinculados con el 

derecho de asociación, 
competencia expresa de 

la misma.



Jurisprudencia 42/2013

JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DEL CIUDADANO. PROCEDE CONTRA 
ACTOS DE ASOCIACIONES CIVILES QUE TENGAN POR FINALIDAD CONSTITUIRSE EN PARTIDO POLÍTICO, CUANDO SE 

TRATE DE LA EXPULSIÓN O SUSPENSIÓN DE DERECHOS DE SUS INTEGRANTES.—De la interpretación sistemática y 
funcional de los artículos 1°, 17, 35 y 41, párrafo segundo, base VI, de la Constitución Federal; 28 a 32 del Código 

Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y 2670 del Código Civil Federal, se desprende que: 

Los ciudadanos gozan de los derechos de votar, ser votados y de asociación para tomar parte en los asuntos 
políticos del país; que toda persona tiene derecho a la protección más amplia en materia de derechos humanos; 
que existe un sistema integral de medios de impugnación en materia electoral que busca garantizar los principios 

de constitucionalidad y legalidad de los actos y resoluciones electorales; que las asociaciones civiles se 
constituyen por un grupo de personas que persiguen un fin común, permitido por la ley, sin carácter 

preponderantemente económico y que las organizaciones de ciudadanos que pretendan constituirse en partido 
político nacional deberán obtener su registro ante el Instituto Federal Electoral. 

En ese contexto, como las asociaciones civiles que están en vías de obtener su registro 
como partido político, pueden afectar los derechos de sus agremiados, debe estimarse 
procedente el juicio cuando se impugnen actos emitidos por aquellas, que vulneren el 

ejercicio del derecho de asociación en materia política, como la expulsión o suspensión 
de derechos de sus integrantes.



Jurisprudencia 3/2013

REGISTRO DE PARTIDOS O AGRUPACIONES POLÍTICAS. GARANTÍA DE AUDIENCIA.

De la interpretación sistemática y funcional de los artículos 1°, 14, 35, fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, se advierte que son derechos del ciudadano asociarse individual y libremente para tomar parte en forma pacífica en los 
asuntos políticos del país; que a toda persona se le debe dar la oportunidad de defenderse o manifestar lo que a su derecho 
corresponda previamente al acto de autoridad que pueda llegar a privarla de sus derechos y que las normas relativas a los derechos 
humanos se deben interpretar favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 

En este sentido, se debe observar la garantía de audiencia en los procedimientos de registro de partidos o agrupaciones políticas, 
para lo cual, una vez verificada la documentación presentada, las autoridades electorales deben prevenir o dar vista a los 
solicitantes con las inconsistencias o irregularidades formales que se encuentren, a fin de conceder, en términos razonables, la 
oportunidad de que se subsanen o desvirtúen las respectivas observaciones. 

Lo anterior, a fin de implementar las medidas apropiadas y efectivas que lleven a su máxima dimensión el derecho fundamental de 
libre asociación política.



Tesis III/2019

COALICIONES. CRITERIOS PARA LA PARTICIPACIÓN DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS MEDIANTE DISTINTAS FORMAS DE 
ASOCIACIÓN EN UNA MISMA ELECCIÓN.—De una interpretación sistemática y funcional de los artículos 9, 35, fracciones I y 
II, 41, Base V, Apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; segundo transitorio, base I, inciso f), 
del Decreto de reforma constitucional en materia político-electoral, publicado en el Diario Oficial de la Federación el diez 
de febrero de dos mil catorce; así como 23, párrafo 1, 85, párrafos 2 y 5, 87, párrafos 9 y 15, y 88 de la Ley General de 
Partidos Políticos, se concluye que: 

El régimen de la participación electoral de los partidos políticos en una elección debe analizarse de manera integral, 
atendiendo a sus finalidades, elementos materiales y sustanciales, así como al contexto de participación de los partidos en 
cada figura asociativa, en aras de armonizar el derecho de asociación y el principio de equidad en la contienda. Por 
tanto, si bien las coaliciones y candidaturas comunes son manifestaciones distintas del derecho de asociación política, no 
pueden desvincularse, de manera que una sirva para inobservar las restricciones de la otra. 

En consecuencia, cuando dos o más partidos políticos participan en una elección a través de una coalición y de 
candidaturas comunes, se deben observar –cuando menos– las siguientes restricciones: 

•1. Es indebido que determinados partidos políticos formen una coalición para una o varias candidaturas (por ejemplo, la correspondiente a la gubernatura) 
y que, adicionalmente, los mismos o algunos de sus integrantes acuerden la presentación de un número de candidaturas comunes que iguale o exceda el 
veinticinco por ciento del total de postulaciones coaligadas, pues este último convenio constituiría en realidad una coalición distinta, con lo cual se 
contravendría la limitación de no celebrar más de una coalición para los mismos comicios; y 

•2. Si dos o más partidos políticos acuerdan presentar de manera conjunta todas las candidaturas para un mismo tipo de cargo de elección popular 
(diputaciones o autoridades municipales) deben hacerlo necesariamente a través de una coalición, pues de lo contrario se permitiría la obtención de 
ventajas indebidas en perjuicio de la equidad en la contienda, como la alteración injustificada del tipo de coalición, con las implicaciones sobre el 
otorgamiento de prerrogativas, entre otras.



Tesis XXXI/2012

COMUNIDADES INDÍGENAS. DEBE 
MAXIMIZARSE EL DERECHO DE 
ASOCIACIÓN EN EL 
PROCEDIMIENTO DE REGISTRO DE 
PARTIDOS POLÍTICOS. De la 
interpretación sistemática y 
funcional de los artículos 1°, 2, 9, 
35, fracción III, 41 de la 
Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 7, 20, 
21 de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos; 25, 26 
del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos; XX, 
XXII de la Declaración 
Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre; 1, 2, 16, 23 
de la Convención Americana 
Sobre Derechos Humanos y del 
Convenio 169 sobre Pueblos 
Indígenas y Tribales en Países 
Independientes de la 
Organización Internacional del 
Trabajo, se desprende

La obligación de las 
autoridades, en el ámbito 
de sus competencias, de 
interpretar los derechos 
humanos de la manera más 
favorable a la persona y 
que la calidad de indígena 
constituye una condición 
extraordinaria que debe ser 
tutelada y protegida. 

En ese contexto, cuando los 
integrantes de 
comunidades indígenas 
solicitan el registro de un 
partido político, las 
autoridades electorales 
tienen el deber de 
interpretar y aplicar las 
disposiciones relativas a los 
procedimientos de registro y 
constitución del mismo, de 
la manera más favorable, 
adoptando las medidas 
compensatorias y 
adecuadas para maximizar 
su derecho de asociación y 
participación política, con 
lo que se cumplen los 
objetivos de máxima 
inclusión y acceso al 
sistema democrático.



Tesis VI/2008

DERECHO DE ASOCIACIÓN. LA MANIFESTACIÓN DE VOLUNTAD DE LOS CIUDADANOS PARA 
CONFORMAR UN PARTIDO POLÍTICO DEBE PRIVILEGIARSE INDEPENDIENTEMENTE DE LA NATURALEZA DE LA 
ASAMBLEA EN QUE SE EXPRESE (LEGISLACIÓN DE TLAXCALA).—De conformidad con los artículos 41, 
fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 10, fracción I, de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala; así como 20, 28, 29, 33, fracción II y 35 del Código de 
Instituciones y Procedimientos Electorales de dicha entidad federativa, se advierte que 

La voluntad de asociarse manifestada por los ciudadanos constituye un requisito esencial para la 
formación de un partido político. 

Así, cuando el número necesario de ciudadanos manifiesta la voluntad de constituirse en partido 
político; se identifican como residentes de la demarcación respectiva, aportan su nombre, clave de 
credencial de elector y copia de la misma, firman en el documento respectivo y de ello da fe un 
fedatario público, se puede considerar jurídicamente satisfecho este requisito, con independencia 
de la naturaleza de la Asamblea en que se exprese.



Tesis XIX/2019

DERECHO DE ASOCIACIÓN. 
LA RESTRICCIÓN DE MILITAR 

EN MÁS DE UN PARTIDO 
POLÍTICO ES 

CONSTITUCIONAL.—De la 
interpretación sistemática 

de los artículos 9º, 35, 
fracción III, y 41, fracción I, 

párrafo segundo, de la 
Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 

2, párrafo 1, inciso b), 3, 
párrafo 2, 4, párrafo 1, inciso 
a), 18 y 42 de la Ley General 
de Partidos Políticos; y 227, 

párrafo 5, de la Ley General 
de Instituciones y 

Procedimientos Electorales, 
se desprende que 

El derecho de asociación 
en materia política está 

sujeto a ciertas limitaciones, 
como afiliarse única y 
exclusivamente a un 

partido político, a fin de 
salvaguardar los principios 

democráticos y los 
derechos de terceros. 

Esto es así porque permitir la 
afiliación múltiple 

conllevaría a que la 
militancia no asumiera su 

deber de defender la 
ideología y propuestas de 

cada instituto político, 
admitiría la conformación 
de varios partidos políticos 
con las mismas personas, y 

abriría la posibilidad de 
competir por cargos de 

elección popular a través 
de dos o más partidos. 

Estas circunstancias 
desnaturalizarían el 

sistema de partidos y 
vulnerarían principios 

democráticos como el de 
igualdad jurídica. En ese 

sentido, la limitación de no 
pertenecer a más de un 
partido político —sean 

nacionales o locales—, en 
forma alguna afecta el 
derecho de asociación 
político-electoral de los 
ciudadanos, puesto que 

tienen el derecho de 
escoger el instituto político 
que les permita alcanzar 

sus aspiraciones políticas o 
bien solicitar su 

desafiliación del que dejó 
de cumplirlas y cambiar al 

que considere que sí lo 
hace.



Tesis XXVII/2013

Lo anterior, dado que las referidas agrupaciones, pueden determinar la manera más oportuna y accesible para realizarlas, toda vez que, lo importante es que a lo largo del 
periodo referido los ciudadanos acrediten fehacientemente su intención de realizar este tipo de actividades y continuar llevándolas a cabo una vez otorgado el registro de 

asociación política estatal, es decir, que su desarrollo se efectué en forma constante, mediante el desenvolvimiento de una actuación central, tal como la difusión de su ideología, 
por lo que no deben sujetarse a temporalidades específicas.

Por tanto, el requisito que establece el artículo 25, fracción III, del Código Electoral del Estado, consistente en haber efectuado, como grupo u organización actividades políticas 
continuas cuando menos durante los dos últimos años, debe considerarse acreditado mediante la difusión de su propia ideología, así como por otro tipo de acciones de esa 

naturaleza. 

En ese contexto, se colige que a los ciudadanos que quieran constituir y registrar una asociación política les es aplicable la interpretación pro persona al ser la que otorga mayor 
garantía a su derecho de asociación. 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia; que los ciudadanos tienen derecho a 
asociarse, que una forma de hacerlo para tomar parte en los asuntos políticos del país es mediante la constitución y registro de una asociación política, y que para obtenerlos se 

exigen determinados requisitos. 

DERECHO DE ASOCIACIÓN. LOS REQUISITOS PARA EJERCERLO DEBEN INTERPRETARSE CONFORME AL PRINCIPIO PRO PERSONA (LEGISLACIÓN DE VERACRUZ).—De la interpretación 
sistemática y funcional de los artículos 1°, 9 y 35 fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 25, fracción III y 26, fracción IV, del Código Electoral para el 

Estado de Veracruz, se advierte que 



Tesis VIII/2005
ESTATUTOS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS. EL CONTROL DE SU CONSTITUCIONALIDAD Y LEGALIDAD DEBE ARMONIZAR EL DERECHO DE ASOCIACIÓN DE LOS 
CIUDADANOS Y LA LIBERTAD DE AUTOORGANIZACIÓN DE LOS INSTITUTOS POLÍTICOS.—Los partidos políticos son el resultado del ejercicio de la libertad de 
asociación en materia política, previsto en los artículos 9o., párrafo primero, 35, fracción III, y 41, párrafo segundo, fracción I, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 22 y 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así como 16 y 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
lo cual conlleva la necesidad de realizar interpretaciones de las disposiciones jurídicas relativas que aseguren o garanticen el puntual respeto de este derecho y su 
más amplia y acabada expresión, en cuanto que no se haga nugatorio o se menoscabe su ejercicio por un indebido actuar de la autoridad electoral.

En congruencia con lo anterior, desde la propia Constitución federal, se dispone que los partidos políticos deben cumplir sus finalidades atendiendo a lo previsto en los 
programas, principios e ideas que postulan, lo cual, a su vez, evidencia que desde el mismo texto constitucional se establece una amplia libertad o capacidad 
autoorganizativa en favor de dichos institutos políticos. Esto mismo se corrobora cuando se tiene presente que, en los artículos 25, 26 y 27 del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales se prevén las disposiciones normativas mínimas de sus documentos básicos, sin que se establezca, en dichos preceptos, un entero 
y acabado desarrollo de los aspectos declarativos, ideológicos, programáticos, orgánicos, procedimentales y sustantivos, porque se suprimiría o limitaría indebidamente 
esa libertad autoorganizativa para el ejercicio del derecho de asociación en materia político-electoral que se establece en favor de los ciudadanos. 

Sin embargo, esa libertad o capacidad autoorganizativa de los partidos políticos, no es omnímoda ni ilimitada, ya que es susceptible de delimitación 
legal, siempre y cuando se respete el núcleo básico o esencial del correspondiente derecho político-electoral fundamental de asociación, así como de 
otros derechos fundamentales de los propios ciudadanos afiliados, miembros o militantes; es decir, sin suprimir, desconocer o hacer nugatoria dicha 
libertad gregaria, ya sea porque las limitaciones indebidamente fueran excesivas, innecesarias, no razonables o no las requiera el interés general, ni el 
orden público. 

De lo anterior deriva que en el ejercicio del control sobre la constitucionalidad y legalidad respecto de la normativa básica de los partidos políticos, la autoridad 
electoral (administrativa o jurisdiccional), ya sea en el control oficioso o en el de vía de acción, deberá garantizar la armonización entre dos principios o valores 
inmersos, por una parte, el derecho político-electoral fundamental de asociación, en su vertiente de libre afiliación y participación democrática en la formación 
de la voluntad del partido, que ejercen individualmente los ciudadanos miembros o afiliados del propio partido político, y, por otra, el de libertad de 
autoorganización correspondiente a la entidad colectiva de interés público constitutiva de ese partido político. 

En suma, el control administrativo o jurisdiccional de la regularidad electoral se debe limitar a corroborar que razonablemente se contenga la expresión del 
particular derecho de los afiliados, miembros o militantes para participar democráticamente en la formación de la voluntad partidaria (específicamente, en los 
supuestos legalmente previstos), pero sin que se traduzca dicha atribución de verificación en la imposición de un concreto tipo de organización y reglamentación 
que proscriba la libertad correspondiente del partido político, porque será suficiente con recoger la esencia de la obligación legal consistente en el 
establecimiento de un mínimo democrático para entender que así se dé satisfacción al correlativo derecho de los ciudadanos afiliados, a fin de compatibilizar la 
coexistencia de un derecho individual y el que atañe a la entidad de interés público creada por aquéllos.



Tesis XXXII/2016

PARTIDO POLÍTICO. ÓRGANOS FACULTADOS 
PARA REALIZAR EL TRÁMITE DE SU REGISTRO 
LOCAL, ANTE LA PÉRDIDA DEL NACIONAL.—
La interpretación sistemática y funcional de 
lo dispuesto en los artículos 35, fracción III y 
41, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; así como 10, párrafo 2, 
inciso c) y 95, numeral 5, de la Ley General 

de Partidos Políticos, se concluye que, 

Por regla general, a fin de garantizar el principio 
de certeza y lograr un equilibrio entre el derecho 
de asociación de los ciudadanos y el derecho de 

autorganización de los partidos políticos, los 
órganos directivos estatales de los institutos 

políticos que pierdan su registro como partidos 
políticos nacionales están facultados para realizar 

el trámite de solicitud de registro como partido 
local ante los respectivos Organismos Públicos 

Locales, toda vez que, ante la pérdida del 
registro, los órganos directivos nacionales ya no 

están facultados para actuar en todo el territorio 
nacional, al haber perdido esa representación. 

En consecuencia, para que los órganos 
estatutarios estatales puedan actuar en el ámbito 
territorial de la entidad federativa de que se trate, 
se debe prorrogar la integración de tales órganos, 

inscritos en el libro de registro que lleva la 
Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos 

Políticos del Instituto Nacional Electoral, para que 
ejerzan sus atribuciones y realicen el trámite de 
solicitud de registro como partido político local. 

Sólo en aquellos casos en los que el partido 
político no haya designado órganos directivos 

estatales, se entenderá prorrogada la integración 
del órgano nacional para realizar las gestiones 

necesarias para el registro local, al tratarse de una 
situación extraordinaria.



Tesis XX/2024

LIBERTAD DE 
EXPRESIÓN. NO ESTÁN 

AMPARADAS LAS 
MANIFESTACIONES DE 

LA MILITANCIA QUE 
IMPIDAN U 

OBSTACULICEN A SU 
PARTIDO CUMPLIR CON 

SUS DERECHOS, 
OBLIGACIONES Y 

FINALIDADES.

Las expresiones de la 
militancia que impidan 

u obstaculicen al 
partido político a 
cumplir con sus 

derechos, obligaciones 
y finalidades 

constitucionales, no se 
encuentran 

amparadas por la 
libertad de expresión, 

ya que esto trastoca el 
derecho de asociación 

del resto de las 
personas afiliadas. 

Es decir, para que las 
expresiones, 

manifestaciones o 
declaraciones a favor 
de otras candidaturas 

sean consideradas 
como infractoras de la 

normativa interna 
deben realizarse en 
conjunto con otras 
acciones o deben 

concurrir condiciones 
que permitan 

establecer que causan 
un perjuicio real al 

partido político al que 
pertenece la persona 

militante. 

Por lo tanto, los 
institutos políticos están 
en aptitud jurídica de 
sancionar expresiones 

de sus afiliados que 
pongan en peligro la 
consecución de sus 

fines asignados, dado 
que obstaculizarían el 

acceso al poder 
público de sus 
candidaturas.



Reflexiones finales.

Los derechos políticos son 
derechos humanos de 

importancia fundamental y, 
en su conjunto con otros 

derechos como la libertad 
de expresión, hacen posible 

la democracia.

Los derechos políticos 
son derechos 
humanos de 
importancia 

fundamental dentro 
del sistema 

interamericano.

La Convención Americana, 
la Carta Democrática 

Interamericana y la Corte 
Interamericana enfatiza la 

importancia de la 
participación ciudadana 

como un proceso 
permanente que refuerza a 

la democracia.

Los derechos político-
electorales, junto con los 
derechos fundamentales, 
constituyen la base de las 

organizaciones ciudadanas 
que dan lugar a los partidos 
políticos, con lo que se hace 

posible el acceso de los 
ciudadanos al ejercicio del 

poder público.
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